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León, Guanajuato a 21 veintiuno de julio de 2010 dos mil diez. . . . . . 

V I S T O S para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 146/2009-JN, promovido por el ciudadano Francisco Manuel Nava García; en su carácter de Representante Legal de “Bolimex”, Sociedad Anónima de Capital Variable, y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que la parte actora se ostentó sabedora de los actos impugnados, toda vez que el apoderado manifiesta que su representada tuvo conocimiento de los mismos, el 22 veintidós de abril de 2009, dos mil nueve, sin que de las constancias de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en las   resoluciones mediante las cuales se requiere a la sociedad mercantil denominada “Bolimex”, Sociedad Anónima de Capital Variable, la declaración del ingreso que percibió por concepto de cuota de admisión, venta de boletos o cobro que dieron acceso a los juegos de boliche, por el período de 5 cinco años, en sus establecimientos en esta ciudad, para efecto del pago del impuesto sobre juegos y apuestas permitidas; se acredita con los originales de los oficios números OF/TML/370/2009 (Trescientos setenta diagonal dos mil nueve); y, OF/TML/371/2009, (Trescientos setenta y uno diagonal dos mil nueve); ambos de fecha 20 veinte de abril del 2009, dos mil nueve, (visibles, en copia certificada,  a fojas 52 cincuenta y dos a la 57 cincuenta y siete del presente expediente); los que acompañó la parte actora a su demanda y fueron admitidos como prueba de su intención; documentales que merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al considerarse documentos públicos, al ser emitidos por el funcionario público en ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- La personalidad con la que comparece el ciudadano Francisco Manuel Nava García, en el presente proceso administrativo, se encuentra acreditada mediante la documental consistente en la copia simple (localizable en autos a fojas 35 treinta y cinco a 43 cuarenta y tres) de la Escritura Pública número 4,053 cuatro mil cincuenta y tres, de fecha 18 dieciocho de agosto de  1989 mil novecientos ochenta y nueve; tirada por la Licenciada María del Carmen Anaya Velázquez, titular de la Notaría Pública número 92 noventa y dos, en legal ejercicio en este Municipio; en la cual se hizo constar la asamblea general extraordinaria de accionistas de la persona moral denominada “Bolimex”, Sociedad Anónima de Capital Variable, y en la que se advierte, en el Acuerdo Tercero, que se designó como Administrador Único de la sociedad, al Señor Francisco Manuel Nava García, quien cuenta, entre otras, con facultades para pleitos y cobranzas, y las establecidas en el artículo 14 decimocuarto, de los Estatutos sociales de la sociedad, sin limitación alguna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Carácter que se corrobora con la copia certificada de la Escritura Pública número 2,040 dos mil cuarenta (patente a fojas 46 cuarenta y seis a 48 cuarenta y ocho) tirada ante la fe del Licenciado Salvador Luis Cueva Arias, titular de la Notaría Pública número 23 veintitrés en legal ejercicio en este Municipio; que contiene el acta de asamblea de la persona moral de referencia, en la que se hace constar  en su acuerdo primero, que los accionistas de “Bolimex, Sociedad Anónima de Capital Variable” ratifican como administrador único de la sociedad, al ciudadano Francisco Manuel Nava García. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Documentos que presentados en copia simple y original respectivamente, conforme lo establecen los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, merecen pleno valor probatorio al ser documentos públicos y estar concatenados entre sí; aunado que al no haber sido objetados en cuanto a su autenticidad, son suficientes para acreditar la personalidad con la que el ciudadano Francisco Manuel Nava García comparece en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del srtículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa, siendo que ello estriba en que la autoridad demandada, a través de las resoluciones impugnadas, requiere a la parte actora, que declare el ingreso que percibió por concepto de cuota de admisión, venta de boletos o cobro que dieron acceso a los juegos de boliche en sus establecimientos ubicados en Boulevard Mariano Escobedo número 2719 dos mil setecientos diecinueve, de la colonia La Martinica y Boulevard Juan Alonso de Torres 2002 dos mil dos, interior del Centro comercial Plaza Mayor, local 41-B cuarenta y uno guión B, colonia Valle del Campestre, de esta ciudad; para efecto del pago del impuesto sobre juegos y apuestas permitidas, en el periodo de los años 2004 dos mil cuatro al 2009 dos mil nueve . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . ..
Resoluciones que la parte actora aduce de ilegales, ya que señala que el fondo del asunto ya fue cosa juzgada y fue declarado nulo en un proceso administrativo diverso; que no precisa su competencia; y, que no tiene obligación de presentar base gravable para el pago del impuesto sobre juegos y apuestas permitidas, por no ser sujeto de dicho impuesto, constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- Por cuestión de orden público y de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

La autoridad demandada señala que se actualiza la causal de improcedencia  prevista en la fracción II del artículo 241 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que refiere que no se afectan los derechos o intereses legalmente protegidos del “recurrente”; sino que al contrario, se respetan los derechos de audiencia y legalidad en el procedimiento para determinar el impuesto a cargo del mismo. . . . . . . . . . . . . . . . 

Causal de improcedencia que no se actualiza; en primer término, porque el precepto citado por la autoridad demandada no resulta aplicable en el asunto que nos ocupa, pues citó un precepto que regula la causal de improcedencia en el tramite del recurso de inconformidad; y no en el proceso administrativo, pues en este, se aplica en todo caso, la fracción I del artículo 261 del código de la materia; en segundo lugar, no se actualiza la causal referida, porque la no afectación a los derechos de la parte actora, no va en función a sí se cumplen o no las formalidades y garantías de audiencia y legalidad, como parece suponerlo; sino si se afectan o no derechos subjetivos de la parte actora; derechos que en el presente caso, estima este Juzgador, sí pueden menoscabarse, pues se le requiere una información que redundará en la aplicación de la ley en cuanto a la determinación de un impuesto a cargo de la actora como contribuyente en el ámbito municipal, de ahí que si existe interés jurídico para promover el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, la autoridad demandada también plantea que los actos impugnados no son actos definitivos, sino previos a iniciar un procedimiento posterior, como lo es la determinación del impuesto y el procedimiento administrativo de ejecución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

No se actualiza tampoco dicha causal, en razón de que si bien es cierto las resoluciones impugnadas no se tratan de actos definitivos, -pues el objeto de tales resoluciones es requerir la información necesaria para determinar el monto de un impuesto de carácter municipal-, también lo es que dichas resoluciones sí pueden ser impugnadas por vicios propios que puedan generarse; en el caso en concreto, se señala que tales resoluciones no se encuentran debidamente fundadas y motivadas, lo que debe analizarse al realizarse el estudio de los conceptos de impugnación; razón por la que no resulta improcedente el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SÉPTIMO.- No habiendo prosperado las causales de improcedencia hechas valer por el Tesorero demandado y al no advertirse la actualización de alguna que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, se procede a analizar los conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora en contra de resoluciones impugnadas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En el primer concepto de impugnación, aduce la parte actora que las resoluciones combatidas no se encuentran debidamente fundadas y motivadas, pues pretende realizarse un requerimiento cuando el fondo del asunto ya fue cosa juzgada y fue declarado nulo en el juicio número 142/2008-JN tramitado ante este mismo Juzgado Administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es infundado el concepto de impugnación planteado; en virtud de que para este juzgador las resoluciones contenidas en los oficios números OF/TML/370/2009 (Trescientos setenta diagonal dos mil nueve) y OF/TML/371/2009 (Trescientos setenta y uno diagonal dos mil nueve), sí se encuentran motivadas y fundadas; motivadas porque para efectos de determinar el impuesto sobre juegos y apuestas permitidas, se le requiere la declaración del ingreso que percibió, durante los ejercicios fiscales 2004 dos mil cuatro a 2009 dos mil nueve, por concepto de cuota de admisión, venta de boletos o cobros que dieron acceso a los juegos de boliche; y, fundadas porque la demandada los sustenta, entre otros, en los artículos 199, fracción I, 200 y 201 de la Ley de Hacienda para los Municipios de Guanajuato, sin que dichas resoluciones estén supeditadas o ligadas a otros actos que anteriormente se hayan declarados nulos, como lo fueron unos oficios impugnados en el proceso número 142/2008-JN. . . 
En efecto, en el proceso antes señalado (según se aprecia en la sentencia que obra a fojas 78 setenta y ocho a 82 ochenta y dos del expediente del presente proceso), se decretó la nulidad de los oficios identificados con los números OF/TML/399/2008 (trescientos noventa y nueve diagonal dos mil ocho) y OF/TML/400/2008 (cuatrocientos diagonal dos mil ocho), por estar indebidamente fundados y motivados y, que si bien es cierto, mediante los mismos se determinaba que “Bolimex”, Sociedad Anónima de Capital Variable era sujeta del pago del impuesto sobre juegos y apuestas permitidas, cierto es también que al decretarse su nulidad no se limitó la facultad discrecional con que cuenta la autoridad fiscal, como bien lo dice la demandada al contestar la demanda, de que pueda determinar el impuesto a pagar por el causante, - parte actora-, con motivo del juego permitido de boliche, que se practica en sus dos establecimientos en esta ciudad, actividad que por cierto es el objeto social de “Bolimex”, Sociedad Anónima de Capital Variable según se aprecia en la copia certificada de la Escritura Pública número 57,240 cincuenta y siete mil doscientos cuarenta de fecha 4 cuatro de noviembre de 1971 mil novecientos setenta y uno (patente a fojas 14 catorce a la 21 veintiuno); actividad que se corroboró, al desahogarse las inspecciones ofrecidas y admitidas como prueba de la demandada, acerca de que sí se realiza en los establecimientos de dicha persona moral, cobrando una tarifa o cuota según la hora o el día de que se trate; incluso de dichas inspecciones deriva que también se juega “billar” en esos establecimientos, y que por también por ello se cobra. Probanzas que, enlazadas entre sí, se les concede pleno valor probatorio, por lo que resulta infundado el concepto de impugnación planteado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En el segundo concepto de impugnación, señala la parte actora que la autoridad municipal es omisa en citar exactamente los artículos que le otorgan competencia tanto material como territorial en el acto combatido. . . . . . . . . . . . . . 

También es infundado dicho concepto de impugnación, pues la competencia material de la Tesorería Municipal se encuentra debidamente señalada en los oficios impugnados, en su penúltimo párrafo; en donde relaciona los artículos 114, fracciones I y XVIII de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Guanajuato, en relación con lo señalado en el Reglamento Orgánico Municipal de León, Guanajuato (vigente hasta el día 26 veintiséis de octubre de 2009 dos mil nueve), en sus artículos 147 y 150, fracciones II y XVIII, específicamente en cuanto a la recaudación, que tiene a su cargo, así como en lo dispuesto en los artículos, entre otros, 6, 15, 17 y 24 fracción II de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; por lo que no resulta acertado lo aseverado por la parte actora acerca de que no cita los preceptos que le otorgan competencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, tales preceptos le señalan asimismo a la autoridad demandada su competencia territorial; la que tiene en todo el territorio del Municipio de León, Guanajuato; y pretender que se señale en los actos impugnados resultaría   una obviedad; pues la competencia en el ámbito municipal, no puede ser solamente para algunas determinadas zonas al interior del municipio; no siendo aplicables las tesis señaladas por la parte actora acerca de la competencia territorial, porque estas se refieren a las autoridades federales que actúan en todo el territorio nacional y cuyos funcionarios son delegados en diferentes estados de la federación, regiones y circunscripciones y que para emitir sus actos de autoridad si requieren demostrar su competencia en el territorio, situación que no se presenta en el ámbito municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el tercer concepto de impugnación, esgrime la parte actora, que las resoluciones contenidas en los oficios combatidos carecen de la debida fundamentación y motivación, porque su representada no tiene obligación de presentar base gravable para el pago del impuesto sobre juegos y apuestas permitidas, al no ser sujeta de dicho impuesto porque sus actividades no incluyen las apuestas, ni se permite realizarlas en sus establecimientos, por lo que no se actualiza ninguna de las hipótesis previstas en la fracción I del artículo 199 de la Ley de Hacienda para los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para ese juzgador, es también infundado el concepto de impugnación planteado; en razón de que de una interpretación gramatical del artículo 199, fracción I, a que hace mención la parte actora, no se desprende que para ser causante del impuesto sobre juegos y apuestas permitidas, en los establecimientos en que se practiquen juegos permitidos de billares, boliches, futbolitos, maquinas de juegos de video y otros similares, se tengan que realizar o cruzar apuestas, sino que, solamente, basta el que se efectúen dichos juegos para estar obligado al pago del impuesto en mención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, el artículo 199 antes citado establece dos supuestos para que se genere la obligación de pagar el Impuesto sobre Juegos y Apuestas Permitidas, uno es el que en algún establecimiento se practiquen juegos permitidos de billares, boliches, futbolitos, maquinas de video y otros similares (fracción I); y el otro, cuando se practiquen apuestas permitidas en frontones, carreras de caballos, peleas de gallos y otros espectáculos (fracción II), sin que de ninguna manera pueda interpretarse que para generarse el pago del impuesto mencionado tengan que presentarse los dos supuestos al mismo tiempo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

A mayor abundamiento, la parte actora, en la demanda, señala que el objeto de la empresa que representa, es el de instalación y explotación de centros de boliche, por lo que resulta incuestionable que su actividad encuadra totalmente en la hipótesis contenida en la fracción I del artículo 199 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, amén de que como ya se dijo en supralíneas, también en los establecimientos de la representada del actor, se juega billar, de ahí que resulte infundado el agravio en estudio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el cuarto y último concepto de impugnación, plantea la parte actora que las resoluciones contenidas en los oficios impugnados son ilegales porque vulneran las fracciones II y VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que no se precisa la temporalidad de dicho requerimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es infundado dicho argumento, en razón de que no expone de manera alguna y de forma clara el porqué considera que se vulneran los preceptos legales señalados; así como tampoco resulta acertada su aseveración acerca de que no se precisa la temporalidad de los requerimientos contenidos en los oficios impugnados, pues de la lectura de los mismos, se desprende que, por una parte,  sí se maneja un período de tiempo a declarar, esto es 5 años anteriores al día en que surtiera efectos la notificación de los oficios que contienen las resoluciones impugnadas; y, por otra parte, que cuenta con 15 quince días para que de cumplimiento al requerimiento; luego entonces, es infundado el concepto de impugnación planteado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .    

Así pues, al resultar infundados los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en la presente causa administrativa y, no constar en el expediente algún elemento de convicción que desvirtúe la presunción de legalidad de las resoluciones impugnadas; es por lo que se concluye que, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 300 fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede reconocer la legalidad y validez total de las resoluciones contenidas en los oficios con número OF/TML/370/2009 (Trescientos setenta diagonal dos mil nueve), y OF/TML/371/2009, (Trescientos setenta y uno diagonal dos mil nueve); ambos de fecha 20 veinte de abril de 2009, dos mil nueve, en los que se requirió a la persona moral representada por el actor declarara el ingreso que percibió por concepto de cuota de admisión, venta de boletos o cobro que dieron acceso a los juegos de boliche en sus instalaciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299 y 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . . 

SEGUNDO.- Procedió el proceso administrativo interpuesto. . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se reconoce totalmente la legalidad y validez de las resoluciones contenidas en los oficios con número OF/TML/370/2009 (Trescientos setenta diagonal dos mil nueve), y OF/TML/371/2009, (Trescientos setenta y uno diagonal dos mil nueve); en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Séptimo de la presente sentencia. . . . . . .   

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

